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EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN TERRITORIAL DEL 
ESTADO DE CHILE: UN LARGO CAMINO SIN HORIZONTE 
CLARO A LA VISTA

Juan Carlos Ferrada Bórquez1

 
Resumen
El 7 de octubre de 2014, la Comisión Asesora Presidencial para la Descen-
tralización y el Desarrollo Regional, creada por la Presidenta de la Repúbli-
ca, Sra. Michelle Bachelet Jeria, entregó el informe final con un conjunto de 
propuestas para avanzar en la descentralización del país. Este informe, que 
se tituló “Propuesta de Política de Estado y Agenda para la Descentralización 
y el Desarrollo Territorial de Chile”, contiene un diagnóstico crítico de la si-
tuación de concentración y centralismo territorial, que afecta a nuestro país, 
y propone algunas medidas que se consideran indispensables para alcanzar 
un desarrollo integral y equitativo de los territorios. Estas medidas han dado 
lugar, posteriormente, a algunas propuestas de reforma impulsadas por el 
propio Gobierno, las que pese a ir en la dirección correcta y ser consistentes, 
en general, con el informe de la comisión asesora, son sin embargo, limitadas 
y claramente insuficientes, dejando entrever el difícil camino que enfrentan 
este tipo de iniciativas en nuestro sistema político. Así, el análisis crítico de 
estas propuestas de reforma, su confrontación con las planteadas por el infor-
me de la comisión asesora presidencial y algunos desafíos pendientes en esta 
materia, son los temas que se abordan en este artículo.

Introducción
El 7 de octubre de 2014, la Comisión Asesora Presidencial para el Desarrollo 
Regional (en adelante, “la Comisión”), creada por la propia Presidenta Bachelet 

1	 Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de Chile. Doctor en Derecho, Universidad 
Carlos III de Madrid. Profesor de Derecho Administrativo de la Universidad de Valparaíso. Ex miem-
bro de la Comisión Asesora Presidencial para el Desarrollo Regional. Profesor de Derecho Administra-
tivo, Universidad de Valparaíso.
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en abril del mismo año, entregó el informe final que se tenía previsto. Este 
informe, denominado “Propuesta de Política de Estado y Agenda para la Des-
centralización y el Desarrollo Territorial de Chile. Hacia un país desarrollado 
y justo” (en adelante, “Informe de la Comisión”), se caracterizó por tratar de 
delinear, como su nombre lo indica, una política de Estado en esta materia, 
proponiendo un conjunto amplio de medidas legislativas y administrativas 
que deberían adoptarse en un horizonte de 7 años, comenzando en el mismo 
año 2014 con el envío de algunos proyectos de ley al Congreso Nacional en 
materia de democratización de los Gobiernos Regionales, transferencias de 
competencias y recursos y creación de un Fondo de Convergencia Regional.

En este marco, el Gobierno de la presidenta Bachelet ha propuesto ya al-
gunas de estas iniciativas legislativas al Congreso Nacional, particularmente 
en materia de elección de Intendentes regionales2, nuevas funciones y atribu-
ciones a los Gobiernos Regionales y transferencias de competencias a éstos 
desde el gobierno central3, las que pese a estar orientadas en el camino correc-
to, parecen ser insuficientes para avanzar con la velocidad y profundidad de 
la reforma propuesta por la Comisión. Ello lleva a realizar un análisis crítico 
de estas medidas, dejando en evidencia las debilidades del proceso político 
impulsado hasta ahora y los aspectos que deberá necesariamente abordar el 
Gobierno si desea cumplir con la propuesta planteada por la Comisión Ase-
sora Presidencial. 

En este contexto, este trabajo analiza, en primer lugar, el informe elabora-
do por la Comisión; luego se realiza una revisión de los proyectos de ley en 
tramitación parlamentaria vinculados a las temáticas planteadas por el infor-
me; finalmente se formulan algunas conclusiones generales en esta materia.  

1.	 El informe de la Comisión

1.1 El contexto de la creación de la Comisión
La presidenta Bachelet se propuso desde su segunda llegada al Palacio de 
La Moneda un proceso de reforma institucional profunda en materia de 

2	 Mensaje N° 1053-362 de S.E. la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de reforma 
constitucional que modifica la Constitución Política con el fin de disponer la elección popular del ór-
gano ejecutivo del Gobierno Regional. Santiago, 30 de diciembre de 2014.

3	 Formula indicación sustitutiva al proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley N° 19.175, 
Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, profundizando la regionalización 
del país (Boletín N° 7963-06). Santiago, 16 de enero de 2015.
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descentralización y regionalización, que avanzara decisivamente en esta 
materia. A estos efectos, y cumpliendo con lo planteado en su Programa 
de Gobierno4, que contemplaba precisamente la creación de un grupo de 
trabajo en esta materia dentro de los primeros 100 días de Gobierno, la 
Presidenta creó la Comisión5 que tenía por objetivo, en los propios térmi-
nos del Decreto, asesorarla en la formulación de acciones, medidas y pro-
gramas en materia de descentralización”6. Esta Comisión tendría como 
tarea clave “elaborar y proponer un plan gradual de traspaso de atribu-
ciones y competencias, que hoy están radicadas en la Administración 
central, a los órganos de Gobierno y Administración regional provincial 
o comunal, así como los contenidos específicos de éstas”7.

Desde luego el trabajo de la Comisión no partía de cero. Ya existía un co-
nocimiento y experiencia acumulada a lo largo de varios años en esta materia, 
no solo de varios de los miembros de la misma Comisión, sino también de 
la propia Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministe-
rio del Interior, que actuaba precisamente como secretaría ejecutiva de esta 
instancia8. Así, un trabajo muy relevante en esta materia es el texto elaborado 
por esa Subsecretaría –a principios del Gobierno del Presidente Lagos, con 
la participación de actores políticos, sociales y académicos– denominado “El 
Chile descentralizado que queremos. Un proyecto de todos”9. El documento 
constituye un trabajo relevante con el propósito de formular una política de 
Estado en esta materia, con un horizonte a 10 años, y en el que se contiene 
una buena cantidad de las propuestas de cambio que aún hoy se siguen plan-
teando en este ámbito.

Por otro lado, esta Comisión tampoco podía obviar, como marco de acción, 
las propuestas sustantivas que contenía el propio Programa de Gobierno de 
la Presidenta Bachelet en esta materia, el que destinaba, precisamente, un 
capítulo al tema de la “Descentralización, territorio y desarrollo” (páginas 110 
a 147). En este sentido, en el acápite dedicado a la “Descentralización”, el 

4	 “Chile de todos. Programa de Gobierno Michelle Bachelet 2014-2018”. Octubre 2013.

5	 Decreto Supremo N° 926, de 7 de abril de 2014, del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, en 
adelante DS N° 926/2014.

6	 Artículo 1° del DS N° 926/2014.
7	 Artículo 3° letra a) del DS N° 926/2014. 
8	 Artículo 5° del DS N° 926/2014.

9	  “El Chile descentralizado que queremos. Un proyecto de todos”. Ministerio del Interior, Subsecretaría 
de Desarrollo Regional y Administrativo, junio 2001.
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Programa planteaba que se impulsaría desde el Gobierno “una Agenda de 
Descentralización con un cronograma de iniciativas coherentes, integrales y 
viables, que sin alterar la organización político-administrativa del país, trans-
fiera a las regiones mayores grados de poder. Se trata –señalaba el texto– de 
avanzar en una descentralización efectiva que incluya la representación polí-
tica, planes de desarrollo e inversiones, fortalecimiento del capital humano 
y mayor respaldo a las zonas extremas y los territorios con estatutos espe-
ciales” (página 114). Así, bajo estas ideas, el Programa proponía, entre otras 
medidas, la elección de las autoridades ejecutivas regionales; la dotación a los 
gobiernos regionales de autonomía política y administrativa; el traspaso de 
competencias a estos gobiernos en materia de desarrollo productivo e inno-
vación; la creación de Programas Tecnológicos de Inversión, Consejos Regio-
nales de Innovación y Competitividad y Centros de Desarrollo Empresarial; 
la formulación de planes regionales plurianuales de desarrollo económico, 
social y productivo; el incremento del gasto público regional y la generación 
de información presupuestaria regional; el asociativismo regional o comunal; 
la creación de un Fondo de Convergencia Regional; el mejoramiento de los 
mecanismos de participación, transparencia y control ciudadano regional; el 
establecimiento de incentivos para atraer y retener personas calificadas en 
las regiones; la extensión del Sistema de Alta Dirección Pública a los cargos 
regionales; la creación de dos universidades regionales, en las regiones de 
O`Higgins y Aysén, y de Centros de Formación Técnica públicos en cada una 
de las regionales del país; y la formulación de Planes Especiales de Desarrollo 
de Zonas Extremas y de Territorios Rezagados, por nombrar las más relevan-
tes (páginas 114 a 117).

Es evidente que muchas de estas medidas fueron consideradas por la Co-
misión al momento de analizar propuestas para avanzar en el proceso de 
descentralización y regionalización del país, pero no por imposición o a ins-
tancias del Gobierno, sino porque ellas eran compartidas por amplios secto-
res de la población y valoradas positivamente por diversos actores políticos y 
sociales. Además, es probable que algunos miembros de la Comisión hayan 
participado en la elaboración de este Programa de Gobierno, lo que permitió 
el conocimiento directo de esas propuestas y su debate en el seno de la Comi-
sión Presidencial.

En este sentido, es bien indicativo de esta vinculación la coincidencia entre 
los diagnósticos y propuestas contenidos en los dos documentos antes cita-
dos, sin perjuicio del mayor nivel de desarrollo de las señaladas en el Informe 
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de la Comisión, en el cual no solo se plantean propuestas generales en los 
diversos ámbitos que afectan la descentralización y el desarrollo regional, sino 
como se verá, se atreve a formular medidas concretas en el plano constitucio-
nal, legislativo y administrativo, sugiriendo incluso un cronograma de imple-
mentación que permita la viabilidad de la propuesta.

1.2 El trabajo de la Comisión
La Comisión se instaló el día de su creación, 7 de abril de 2014, comenzando 
a funcionar esa misma tarde para organizar el trabajo y asignar las tareas 
previstas. Atendido el volumen del trabajo encomendado, el breve tiempo 
previsto para la emisión del informe (seis meses) y el número de integran-
tes (treinta y tres), se estimó razonable organizar el trabajo en cinco subco-
misiones temáticas, integradas cada una de ellas por seis o siete personas. 
Estas subcomisiones fueron las de Descentralización Política, Descentraliza-
ción Administrativa, Descentralización Fiscal Económica, Fortalecimiento de 
Capacidades Locales y Regionales, y, finalmente, Participación Ciudadana y 
Control Democrático. Estas subcomisiones estructuraron los “ejes de acción” 
del trabajo y la propuesta, elaborándose el Informe con esa misma estructura.

Cada una de las subcomisiones trabajó en forma intensa, con reuniones 
semanales de discusión, sobre la base de propuestas elaboradas por los pro-
pios miembros de la subcomisión respectiva. Ello permitió ir avanzando rápi-
damente en el análisis de las principales temáticas asignadas a cada una de las 
subcomisiones, acordando propuestas para someterlas al plenario de la mis-
ma Comisión e ir trabajando paralelamente en la redacción del informe final. 

A lo anterior debe añadirse la celebración de audiencias públicas en las 
diversas regiones del país, dando lugar a la necesaria participación ciudadana 
en la formulación de propuestas que se debatirían por la Comisión. Estas 
instancias, aunque tuvieron un dispar contenido y desarrollo, permitieron a 
la Comisión conocer las inquietudes y preocupaciones de las organizaciones 
sociales y los ciudadanos de cada región, enriqueciendo así el contenido de la 
propuesta final planteada a la Presidenta de la República.

Ahora bien, que el trabajo se planificó y desarrolló inicialmente en sub-
comisiones no implicó que las propuestas elaboradas por éstas hayan sido 
autónomas y contradictorias entre sí, ya que su sanción definitiva siempre es-
tuvo radicada en el pleno de la Comisión Presidencial, disponiéndose reunio-
nes periódicas de todos los miembros para la discusión y aprobación de cada 
una de las propuestas elaboradas por las subcomisiones. Lo anterior obligó 
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a realizar un arduo trabajo de discusión, con extensos debates y reflexiones 
conjuntas, lo que llevó finalmente, a la elaboración de un texto ampliamen-
te compartido por todos, aunque en algunos puntos algo genérico, dejando 
entregado al Gobierno y al Congreso Nacional, en su caso, la definición más 
precisa de la fórmula jurídica y/o política a aplicar.

1.3 Algunas propuestas relevantes que contiene el informe final de la Comisión
Finalmente, el 7 de octubre de 2014, la Comisión presentó el informe final. 

Como lo indica su título, el informe contiene una “Política de Estado y Agen-
da para la Descentralización y el Desarrollo Territorial de Chile”, la que se 
expresa en “un conjunto de propuestas para descentralizar Chile, con el pro-
pósito fundamental de romper las inequidades territoriales, transferir poder 
y generar mejor democracia en las comunas y regiones, y poner a Chile en la 
senda de un desarrollo integral, impensable sin sus territorios”10.

En este contexto, probablemente lo más destacable de este informe, es que 
trata de definir con precisión un conjunto de propuestas concretas y consis-
tentes para avanzar en el proceso de descentralización territorial del país. Así, 
el informe plantea reformas profundas en la institucionalidad pública terri-
torial, proponiendo transferencias y asignaciones de competencias relevantes 
a los órganos de gobierno y administración regional y local, con el propósito 
de constituirlos como verdaderos conductores y articuladores de la política 
pública en materias relacionadas con el desarrollo territorial.

Como ya se adelantó, estas propuestas se estructuraban en los cinco ejes ya 
apuntados, conteniendo en cada uno de ellos un conjunto de medidas consti-
tucionales, legislativas o administrativas que debería impulsar el Gobierno en 
un periodo de 6 años.

Así, en materia de descentralización política, el Informe plantea un nue-
vo modelo de Estado, desde la perspectiva territorial, reconfigurando además 
profundamente las funciones de gobierno y administración regional, redefi-
niendo las competencias de los órganos administrativos estatales, modifican-
do las formas de financiamiento de las entidades territoriales y cambiando la 
forma de designación/elección de las autoridades ejecutivas regionales, entre 
otras materias especialmente relevantes.

El informe plantea pasar de un Estado unitario y esencialmente centra-
lizado como el establecido hasta ahora, sobre la base del artículo 3° de la 

10	 “Informe de la Comisión”, p. 9.



301ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

Constitución Política de la República, a un Estado descentralizado, califica-
ción que probablemente tiene su antecedente en la Constitución Colombiana 
de 199111. Esta modificación no supone, sin embargo, romper absolutamente 
con el modelo de Estado unitario que ha caracterizado nuestro sistema polí-
tico-administrativo (pasando, por ejemplo, a un modelo de Estado federal), 
sino potenciar el carácter descentralizado territorialmente que debería tener 
en adelante, distribuyendo eficaz y eficientemente el poder político en las en-
tidades territoriales existentes.

Esta flexibilización del Estado, desde la perspectiva territorial, habilitaría 
también al reconocimiento de regiones con carácter plurinacional y multi-
cultural, lo que las habilitaría para proponer un estatuto jurídico distinto que 
recogiera las particularidades de esos territorios, y que, en todo caso, se apro-
baría por el Congreso Nacional. Ello implicaría abrir la calificación de “territo-
rio especial” que utiliza el actual artículo 126 bis de la Constitución, solo para 
la Isla de Pascua y el Archipiélago de Juan Fernández, apertura que podría 
beneficiar a la actual Región de la Araucanía y a otras zonas con particulari-
dades culturales.

Con este cambio parcial de modelo de Estado, la propuesta de la Comi-
sión avanza en la distinción clara entre las funciones de gobierno regional y 
gobierno interior. Como se sabe, estas dos funciones están actualmente mo-
nopolizadas por los intendentes regionales, los que, como agentes naturales 
e inmediatos del Presidente de la República y órgano ejecutivos de los go-
biernos regionales, ostentan las prerrogativas más relevantes en este ámbito. 
Pues bien, la Comisión propone separar ambas funciones en dos órganos dis-
tintos, atribuyendo el gobierno interior a delegados provinciales del Gobierno 
central (figura que reemplazaría a los actuales Gobernadores) y el gobierno 
regional al órgano del mismo nombre, cuyas máximas autoridades (intenden-
tes y consejeros regionales) serían íntegramente elegidos en forma directa por 
los ciudadanos.

Sin duda, la elección directa del Intendente es la medida que mayor im-
pacto mediático tiene en la ciudadanía, ya que supone democratizar íntegra-
mente el Gobierno Regional, rompiendo de paso un “dogma de fe” del mo-
delo unitario y centralizado del Estado chileno. Este nuevo Intendente, ahora 

11	 La Constitución de Colombia de 1991 establece, en su artículo 1°, lo siguiente: “Colombia es un Estado 
social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general” (la cursiva es mía).
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elegido, seguirá siendo el órgano ejecutivo del Gobierno Regional, pero esta 
vez sujeto a mecanismos más potentes de control y fiscalización por parte del 
Consejo Regional.

Por otro lado, en materia de descentralización administrativa, el informe 
de la Comisión contempla dos medidas esenciales: un programa de transfe-
rencia de competencias, servicios y programas públicos a los gobiernos regio-
nales y municipalidades y el establecimiento de un sistema de Administra-
ción de Áreas Metropolitanas.

Respecto de lo primero, el informe propone la creación de cuatro direccio-
nes administrativas –dedicadas al fomento productivo, el desarrollo social, la 
infraestructura y el desarrollo urbano y la cultura, la ciencia y la tecnología– 
que asumirían las competencias, los programas y los recursos que actual-
mente poseen algunos servicios públicos de nivel nacional, pero con presen-
cia regional a través de direcciones regionales. Ello permitirá la definición e 
implementación de políticas públicas territoriales en estos ámbitos, lo que 
se traducirá en una mayor pertinencia y conexión de esas políticas con los 
intereses locales.

Sin duda, esta reforma sería la más profunda en la configuración de la or-
ganización de la Administración del Estado, ya que supone el fortalecimiento 
de los gobiernos regionales como instancias de dirección política y ejecución 
administrativa en ámbitos relevantes de la política pública, impactando direc-
tamente en la vida de los ciudadanos. Ello exige un traspaso muy cuidadoso 
de las competencias y recursos involucrados, así como del diseño de gestión 
de los mismos en el ámbito regional, ya que su utilización marcará sensible-
mente el desarrollo de ese territorio.

En relación a la descentralización fiscal y económica, el informe avanza 
sustantivamente en la construcción de un modelo sustentable de autonomía 
de ingresos y gastos públicos a nivel regional, superando el modelo actual 
de transferencia condicionada, que opera por regla general en ese terreno. 
El informe propone, entre otras medidas, la dictación de una Ley de Rentas 
Regionales que permita aumentar las fuentes de ingreso de los gobiernos 
regionales, con la finalidad de alcanzar un gasto subnacional autónomo de 
35% para las regiones. Esto implica, por una parte, crear nuevos tributos a la 
actividad desarrollada en los territorios –como tasas portuarias o impuesto 
especial a la actividad forestal– y, por otro, autorizar la existencia de endeuda-
miento público de los gobiernos regionales, aunque limitado a un porcentaje 
del gasto total (7%).
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Como complemento de lo anterior, el informe propone la creación de un 
Fondo de Convergencia Regional, que tendrá por objeto reducir las brechas 
del desarrollo entre las distintas zonas del país, llevando adelante una política 
de cohesión social y territorial. Esto permitirá establecer un estándar mínimo 
nacional de desarrollo que, sin perjuicio de las diferencias regionales, garan-
tice a todos los chilenos un nivel mínimo de servicios y prestaciones públicas 
acorde con el desarrollo del país.

En materia de fortalecimiento de las capacidades locales y regionales, el 
informe propone algunas medidas relevantes, como la creación de un sis-
tema regional de gestión de capital humano calificado y otro de gestión del 
conocimiento y el fortalecimiento de la institucionalidad pública regional. La 
primera de estas medidas es muy importante, ya que supone definir políticas, 
planes e instrumentos para formar, atraer y retener personas calificadas en 
las distintas regiones y comunas del país, generando para ello una serie de 
incentivos económicos, académicos y profesionales que hagan más atractiva 
la vida en esos territorios. A lo precedente se suma la creación de una institu-
cionalidad regional descentralizada para el desarrollo de la ciencia, la tecnolo-
gía y la innovación, que promueva eficazmente la investigación y el desarrollo 
territorial, en concordancia con las políticas y planes regionales y locales.

En cuanto al fortalecimiento de la institucionalidad pública regional, el 
informe de la comisión asesora presidencial propone la creación de contratos 
interadministrativos entre los gobiernos regionales, las municipalidades y los 
servicios públicos desconcentrados, con la finalidad de articular los planes 
de desarrollo y la inversión de los distintos órganos y niveles de la Admi-
nistración del Estado. A esto se añade la institucionalización de los actuales 
sistemas de acreditación de la gestión de calidad en los gobiernos regionales 
y municipalidades, y la creación de sistemas regionales integrados de infor-
mación territorial.

Por último, en el ámbito de la participación ciudadana y el control demo-
crático de los órganos públicos, el informe propone democratizar la política 
regional y local, la participación directa de los ciudadanos en los asuntos de 
interés regional y local y el fortalecimiento de la sociedad civil regional. En 
este sentido, se plantea como propuesta inicial y básica, la generación de una 
nueva Constitución para nuestro país, que sea fruto de un proceso participa-
tivo de  toda la ciudadanía, incluyendo los actores locales y regionales, y que 
permita la reconfiguración del poder estatal, adecuándolo a las necesidades y 
objetivos que demanda la sociedad actual.



304

Ahora bien, el informe, además, plantea algunas medidas concretas que 
pueden contribuir decididamente al mayor fortalecimiento de la democracia 
y la participación ciudadana, como son la flexibilización de los mecanismos 
previstos en la ley para la creación de partidos políticos regionales; garanti-
zar la renovación de los cargos de representación popular, instaurar el voto 
programático, establecer plebiscitos y referéndum regionales y locales, crear 
asambleas de organizaciones de la sociedad civil regional y fortalecer los me-
dios de comunicación locales y regionales, entre otras medidas.

Como se puede observar, la Comisión generó un conjunto muy amplio 
de propuestas, que exceden con mucho una simple exposición de medidas 
administrativas de reforma, y en las que se expresa una voluntad inequívoca 
de transformación profunda de la institucionalidad pública territorial. Ello 
implica una batería muy amplia de medidas legislativas, que modificarían en 
forma sustancial la organización del poder público, las funciones y atribucio-
nes de los entes nacionales, regionales y locales, la definición e implemen-
tación de las políticas públicas y planes sectoriales, y el diseño y uso de los 
instrumentos de gestión de dichas políticas.

La transformación descrita, de profundo impacto institucional, requeriría 
de una voluntad política decidida a modificar la situación actual de organi-
zación y distribución territorial del poder en nuestro país, lo que exigiría un 
compromiso del Gobierno y del Congreso Nacional en este sentido, tanto en 
el corto como en el mediano plazo. De ahí que la comisión plantee de manera 
optimista un horizonte temporal de 6 años para llevar a cabo este proceso 
transformador, lo que exigiría un trabajo sostenido e intenso de discusión y 
aprobación legislativa y de implementación administrativa en este contexto.

2. Los proyectos de reforma constitucional y legal en trámite y su con-
exión con el informe de la comisión asesora presidencial

2.1 Antecedentes generales
En el marco propositivo antes expuesto, el Gobierno de la Presidenta Bache-
let ha enviado ya al Congreso Nacional algunas propuestas que pretenden 
hacer efectivo el propósito fundamental planteado por la Comisión de des-
centralizar el país y transferir poder a las comunas y las regiones. Estas pro-
puestas, como se verá a continuación, se expresan, fundamentalmente, en 
lograr la elección democrática de los intendentes regionales e implementar 
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un mecanismo expedito de transferencia de competencias desde el nivel 
central al regional.

Desde luego estos dos objetivos son valiosos para el proceso de descentra-
lización, pero no satisfacen en absoluto las aspiraciones y metas planteadas 
por la Comisión. En efecto, si uno observa el calendario de aprobación e im-
plementación de las medidas propuestas por la Comisión12, es evidente que 
no existe sincronía entre los tiempos propuestos y la profundidad de aquellas 
y las iniciativas que ha llevado adelante el Gobierno en este plano, desde oc-
tubre del año pasado a la fecha. Aún más, es posible observar, con meridiana 
claridad, que la batería de medidas propuestas no tiene muchas posibilidades 
de concretarse en el tiempo previsto, más aún cuando el próximo año (2016) 
se celebrarán elecciones municipales y al año siguiente elecciones parlamen-
tarias y presidenciales, lo que de seguro impactará decisivamente en el curso 
político y en las decisiones legislativas en este ámbito. Por esta razón es de-
terminante el avance que pueda tener el Gobierno en este año legislativo, ya 
que es un periodo en el que la discusión y aprobación de reformas profundas 
no estará “contaminada” por los avatares de la contienda política electoral que 
se avecina.

2.2 El proyecto de reforma constitucional: la elección del Intendente regional
El primero de los proyectos de reforma impulsados por el Gobierno es, como 
ya se dijo, la elección directa de los intendentes regionales. El Gobierno envió 
al Congreso Nacional, el 30 de diciembre de 2014, un proyecto de reforma 
constitucional “que modifica la Constitución Política con el fin de disponer la 
elección popular del órgano ejecutivo del Gobierno Regional”13, modificando 
principalmente los artículos 111 y 112 de la actual Carta Fundamental. En este 
sentido, la nueva regulación constitucional establece, por un lado, la elección 
popular y directa de los intendentes regionales, con un sistema de ballotagge 
que se acerca al modelo presidencial (sistema de dos vueltas, con mayoría ab-
soluta) y se aleja del previsto para los alcaldes (una vuelta con mayoría relativa) 
y, por otro, la creación de la figura del Gobernador Regional, funcionario de la 
exclusiva confianza del Presidente de la República, al que se le atribuyen las 
funciones de gobierno de la región que actualmente ostentan los intendentes.

12	 “Informe de la Comisión”, p. 24.

13	 Mensaje N° 1053-362 de S.E. la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de reforma 
constitucional que modifica la Constitución Política con el fin de disponer la elección popular del ór-
gano ejecutivo del Gobierno Regional. Santiago, 30 de diciembre de 2014.
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Probablemente este último elemento es el que ha generado mayor contro-
versia en esta materia, ya que la propuesta del Gobierno insiste en el modelo 
actual de separar, en el ámbito regional, las funciones gobierno y adminis-
tración de la región, radicando la primera (gobierno) en un funcionario de la 
exclusiva confianza del gobierno central, y atribuyendo la segunda (adminis-
tración) al Gobierno Regional, integrado por el Consejo Regional e Intendente 
elegidos popularmente. Lo anterior pareciera explicarse por el contenido am-
plio que tiene hoy la función de gobierno en la Ley Orgánica Constitucional 
de Gobierno y Administración Regional (artículo 2°), identificándose con la 
representación presidencial, el gobierno interior (atribuciones desconcentra-
das del Ministerio del Interior en las regiones) y la supervisión, coordinación 
y supervigilancia de los servicios públicos nacionales, tareas que evidente-
mente no pueden ser trasladadas sin más a autoridades u órganos no vincula-
dos jerárquicamente al gobierno central.

En esta línea, el propio mensaje del proyecto de reforma constitucional 
afirma que existirían solo dos funciones en el ámbito regional –el gobier-
no interior y la administración superior de la región–, debiendo asignarse la 
primera a una autoridad dependiente del Presidente de la República, como 
expresión propia y natural de un Estado unitario como el chileno. Así, según 
el proyecto, solo la función de administración superior de la región podría 
atribuirse al Gobierno Regional, ya que únicamente ella guarda relación di-
recta con el desarrollo de ese territorio, no debiendo inmiscuirse en las tareas 
propias del Gobierno Nacional.

Sin embargo, este planteamiento no parece muy acertado. En primer lu-
gar, porque la función de gobierno en el ámbito regional no se agota en el 
denominado “gobierno interior”, como lo indica el proyecto de reforma, sino 
que también se extiende a la dirección política de otras materias esenciales  
para el desarrollo regional, que exceden con creces el orden público y la super-
visión, coordinación y supervigilancia de los servicios públicos nacionales. En 
segundo lugar, porque el concepto de Estado unitario no supone, necesaria-
mente, una monopolización de la función gubernativa en el contexto nacional 
y una descentralización sólo administrativa en el plano regional, como bien lo 
ponen en evidencia los modelos de distribución de competencias existentes 
en Francia o Colombia, por nombrar dos ejemplos conocidos y de tradición 
jurídica similar.

Además, como se puede observar, esta propuesta de reforma constitucio-
nal mantiene la extraña dicotomía entre la función y el órgano que existe en 
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nuestro ordenamiento jurídico, asignándole al Gobierno Regional la labor de 
administración y no de gobierno, como indica su denominación. Si bien se 
trata de una incongruencia terminológica, que podría desecharse en princi-
pio, por referirse sólo a una cuestión formal, lleva, sin embargo, envuelto un 
aspecto más sustantivo de la materia, ya que supone excluir, como se dijo, al 
Gobierno Regional de la función gubernativa y directiva, reconduciéndolo a 
una labor de mera ejecución de políticas públicas nacionales, consistente con 
la identificación tradicional que se le ha dado a la función administrativa en 
nuestro medio14.

Pareciera más razonable que una reforma constitucional en esta materia 
separe con mayor claridad las funciones de gobierno interior y gobierno y 
administración regional, asignando la primera (gobierno interior), incluyen-
do la supervisión, coordinación y supervigilancia de los servicios públicos 
nacionales con presencia regional, a un representante del Presidente de la 
República, pero radicando la totalidad de la función gubernativa y administra-
tiva territorial al Gobierno Regional, elegido por los propios ciudadanos de la 
región (Intendente y Consejo). Esto permitiría fortalecer política y adminis-
trativamente a este órgano y asignar claramente las responsabilidades de los 
distintos actores políticos que participan de la gestión pública, lo que siempre 
es favorable desde la perspectiva de la accountability requerida en estos casos.

Por otro lado, algunos también han planteado el exceso que implica la crea-
ción de esta nueva figura del “Gobernador Regional”, como titular de la fun-
ción de gobierno interior a nivel regional, bastando para el cumplimiento de 
dichas tareas la actual estructura de gobernadores provinciales. De hecho, la 
propuesta de la Comisión  señaló en este punto que el gobierno interior de-
bería quedar radicado en “Delegados provinciales”, como representantes del 
Presidente de la República, correspondiéndole al “Delegado provincial”, de la 
capital regional correspondiente, la coordinación de los órganos y servicios 
públicos desconcentrados con presencia regional, sin necesidad de crear un 
nuevo agente o autoridad en ese ámbito territorial15.

Sobre esto, si bien podrían plantearse las insuficiencias de las denomina-
das “Delegaciones provinciales” para cumplir las tareas desconcentradas de 
los órganos y servicios públicos nacionales con presencia regional, ello no es 

14	 Ver, en este sentido, Ferrada, Juan Carlos, “Las funciones de Gobierno y Administración en el ámbito 
regional: sus problemas conceptuales”, en Actas de las XXX Jornadas de Derecho Público, Facultad de 
Derecho, Universidad de Valparaíso, Edeval, pp.217-243.

15	 “Informe de la Comisión”, p. 37.
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muy consistente con la realidad actual, en que los actuales gobernadores pro-
vinciales desarrollan esa tarea, asumiendo los intendentes un rol más clave 
en el impulso y seguimiento de los proyectos de desarrollo regional. Así, al 
asignar esta última tarea a los nuevos intendentes elegidos directamente por 
los ciudadanos, no existiría un espacio material de competencias para que 
operen estos nuevos delegados regionales del Presidente de la República (go-
bernadores Regionales), salvo la supervisión, coordinación y supervigilancia 
de los servicios públicos nacionales, lo que perfectamente puede ser asumido 
por los delegados provinciales de la capital regional, con un reforzamiento de 
su estructura administrativa.

Por último, en cuanto a la fecha de elección de los nuevos intendentes 
regionales, el proyecto de reforma constitucional propone una disposición 
vigesimoséptima transitoria de la Constitución Política, en la que reenvía 
al legislador orgánico constitucional la determinación de la fecha en que 
se producirá la primera elección. En todo caso, esta elección debería rea-
lizarse por primera vez en el año 2017, según se indica en el mensaje del 
proyecto, coincidiendo con la próxima elección presidencial y parlamen-
taria.

En el informe de la Comisión se fijaba como fecha de esta primera elec-
ción octubre de 2016, coincidiendo con las próximas elecciones municipales. 
Esto, además de hacer operativo efectivamente en este Gobierno el proyecto 
de descentralización política y administrativa actualmente impulsado, fortale-
cería a futuro las elecciones territoriales, separándolas temporalmente de las 
elecciones nacionales. Con ello se evitarían confusiones en el electorado entre 
ambas elecciones, haciendo más visibles los proyectos políticos en uno y otro 
ámbito, lo que permitiría además el perfilamiento de liderazgos regionales al 
margen de la política nacional.

Sin embargo, la cuestión ha sido controvertida en el mundo político, ya 
que muchos estiman que los plazos para llevar adelante esta reforma, permi-
tiendo efectivamente la presentación de candidaturas fuertes a intendentes 
regionales, serían muy breves si se optara por realizarlas en el año 2016. No 
obstante, la opción por el año 2017 no pareciera ser una buena solución, ya 
que, más allá del retraso temporal en la implementación de la reforma, se 
generará una confusión en el electorado entre las elecciones regionales y na-
cionales, quitándole relevancia a las primeras y estableciendo una conexión 
innecesaria entre los candidatos a intendente, y los de diputado, senador y 
Presidente de la República.
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Hay bastante literatura comparada que deja en evidencia los problemas 
que se generan con la vinculación entre elecciones territoriales y nacionales, 
no solo en cuanto a representatividad, sino también a liderazgo regional o lo-
cal. Esta situación que no parece haber sido observada por el Gobierno, podría 
ser mucho más gravitante en el caso chileno, ya que la falta de experiencia 
en esta materia podría implicar  la invisibilización de las futuras autoridades 
elegidas, cuestiones claves para el desarrollo territorial y la no confusión de 
tareas y proyectos entre una y otra esfera espacial.

2.3 La reforma legal en materia de funciones y atribuciones
Junto a la reforma anterior, el gobierno de la Presidenta Bachelet también 
ha propuesto algunas reformas legales sustantivas en materia de funciones 
y atribuciones de los gobiernos regionales y transferencia de éstas desde el 
gobierno central a aquellos, las que si bien estaban presentes en una reforma 
planteada por el gobierno del Presidente Piñera, han sido ampliadas y forta-
lecidas mediante una indicación sustitutiva ingresada en enero de 201516 por 
el actual gobierno.

En relación a lo primero, la atribución de funciones y atribuciones para los 
gobiernos Regionales, la indicación sustitutiva planteada por el actual Poder 
Ejecutivo propone, dentro de un nuevo párrafo 1° del capítulo II de la Ley Or-
gánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, denominado 
“De las competencias”, un número más amplio de funciones y atribuciones 
para los gobiernos regionales, complementando el actual catálogo vigente, 
no solo en las materias involucradas, sino también en las acciones precisas 
que pueden desplegar en ese contexto. Así, el proyecto de ley incorpora nue-
vas funciones generales de los gobiernos regionales (artículo 16), lo que va 
acompañado de algunas funciones adicionales en materia de ordenamiento 
territorial, fomento de actividades productivas y desarrollo social y cultural 
(artículos 17, 18 y 19).

En este punto, si bien la propuesta de reforma es muy amplia, no va en 
la misma línea de la propuesta planteada por la Comisión, ya que ésta pro-
mueve el establecimiento de una demarcación constitucional más estricta 
de competencias, calificándolas de exclusivas, compartidas y delegadas. Esta 
propuesta, que va en la línea de la distribución competencial existente en el 

16	 Formula indicación sustitutiva al proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley N° 19.175, 
Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, profundizando la regionalización 
del país (Boletín N° 7963-06). Santiago, 16 de enero de 2015.
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modelo español e italiano de descentralización, permitiría otorgar una espe-
cie de “garantía institucional” de las funciones y atribuciones de los gobiernos 
regionales, no pudiendo el legislador afectar esa repartición, salvo en lo relati-
vo a las competencias delegadas. Ello explica que la misma propuesta atribuya 
al Tribunal Constitucional la resolución de controversias que se produzcan 
entre los gobiernos regionales y el gobierno central en esta materia, ya que es 
finalmente, un asunto resuelto, al menos en sus aspectos esenciales, por la 
misma Constitución.

En cuanto a la transferencia de funciones y atribuciones, la reforma consti-
tucional comentada en el punto anterior, también plantea una nueva disposi-
ción vigesimoctava transitoria de la Constitución Política, la que contiene una 
habilitación al Presidente de la República para el establecimiento de normas 
de transferencias de servicios públicos nacionales que operen en la región, 
ampliando el plazo constitucional para la dictación de Decretos con Fuerza de 
Ley respectivos, de 1 a 4 años, en los próximos 10 años.

Además, el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de 
Gobierno y Administración Regional, a la cual se ha hecho referencia, esta-
blece, entre otras materias, normas específicas en asuntos de transferencia de 
competencias, haciendo así más operativo el mecanismo institucional previs-
to en la Constitución y en la misma Ley Orgánica Constitucional.

En este sentido, como se sabe, el artículo 114 de la Constitución Política de 
la República señala que la “ley orgánica constitucional respectiva determinará 
la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a 
uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más 
competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumpli-
miento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, 
fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural”. Esta dis-
posición, introducida por la Ley N° 20.390 de 2009, que reformó la vigente 
desde 1991 en que solo se contemplaba una mención genérica a esta materia, 
explicitó un poco más el mecanismo institucional para la transferencia de 
competencias a los gobiernos regionales, sin que ello, sin embargo, cerrara 
definitivamente las discusiones que ya se habían planteado en este plano. En 
efecto, a partir de los alcances limitados que tenía la habilitación constitucio-
nal dispuesta en el antiguo artículo 103 de la Constitución Política, sobre todo 
atendida la regulación complementaria contenida en el artículo 67 de la Ley 
Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, se generó 
una gran discusión doctrinal sobre la forma específica cómo se produce la 
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transferencia de competencias, es decir por vía legal o reglamentaria17, lo que 
parece no zanjarse en esta nueva regulación constitucional, desde el momen-
to en que reenvía al legislador la determinación de “la forma y el modo” en 
que se realizará este traspaso competencial.

En este punto, debe tomarse en cuenta que el texto del Ejecutivo que mo-
dificaba el artículo 103 de la Constitución Política, y que se aprobó finalmente 
por la Ley N° 20.390, establecía en forma expresa que dicha transferencia 
de competencias se produciría, según el texto propuesto, “dentro de las atri-
buciones del Presidente de la República, en su calidad de Jefe de Estado y 
mediante decreto supremo”18, referencia que se eliminó en la discusión parla-
mentaria, bajo el argumento, precisamente, de que ello implicaba un refor-
zamiento del poder presidencial y una exclusión del Congreso Nacional en la 
determinación de un procedimiento idóneo, racional y eficaz de transferencia 
de competencias19. De ahí que sea difícil dar por zanjada la controversia cons-
titucional en este ámbito, siendo necesario que el legislador le de contenido a 
la norma fundamental, con los límites que en ella se expresan20.

En este contexto, es evidente que el actual artículo 67 de la  Ley Orgánica 
Constitucional de Gobierno y Administración Regional no permite cumplir 
cabalmente con el mandato constitucional y determinar con precisión el pro-
cedimiento para hacer efectiva la transferencia de competencias del gobierno 

17	 Ver, en este sentido, el planteamiento de la cuestión y su opinión favorable a la vía reglamentaria, 
en Hernández, Luis, “Convenios administrativos de transferencia de competencias a los gobiernos 
regionales: antecedentes jurídicos y modalidades de ejecución”, en Revista de Derecho (Valdivia), 
diciembre 1996, vol. N° 7, pp. 53-74. No obstante su planteamiento aparece contradicho por la 
jurisprudencia administrativa, particularmente en Dictamen N° 1013, de 12 de enero de 2000, de 
la Contraloría General de la República, en que este organismo sostuvo la plena reserva legal en este 
ámbito. 

18	 El texto original del proyecto de reforma constitucional planteado por el Ejecutivo el año 2003, y que 
es el antecedente de la Ley N° 20390 aprobada finalmente el año 2009, señalaba: “La ley deberá 
determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado. El Presidente de la 
República, de propia iniciativa y mediante decreto supremo, podrá transferir a uno o más gobiernos 
regionales, determinadas competencias del nivel central o de los servicios públicos que operen en la 
región, y los recursos y personal correspondientes al ejercicio de tales competencias, de conformidad al 
procedimiento establecido en la ley orgánica respectiva”. En “Mensaje N° 47-350 de S.E. el Presidente 
de la República por el cual inicia un proyecto de reforma constitucional en materia de Gobierno y 
Administración regional”. Santiago, 11 de diciembre de 2003.

19	 Ver, “Historia de la Ley N° 20.390. Reforma Constitucional en materia de Gobierno y Administración 
Regional”, Biblioteca del Congreso Nacional, pp. 108-109.

20	 Es curiosa  la referencia que hace el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República en indicación 
sustitutiva ya citada, al proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional 
de Gobierno y Administración Regional (16 de enero de 2015), ya que en sus páginas 3 y 4 parece 
dar por zanjado el tema, señalando textualmente que “la reforma constitucional de 2009 dispuso 
modificaciones sustantivas al artículo 114 de la Constitución Política. Es así como esta norma contiene 
una excepción al principio de reserva legal contenido en el artículo 65 del mismo cuerpo normativo”.
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central a los gobiernos regionales. Lo anterior parece confirmar la idea de la 
necesidad de exigir una ley especial que haga operativo el mecanismo esta-
blecido en la Constitución, satisfaciendo así la reserva legal que señala, con 
alcances generales, el artículo 65 N° 2 de la Carta Fundamental. Por eso es 
tan relevante la reforma legal impulsada en esta materia, en que se propone 
la introducción de un nuevo párrafo dentro del capítulo II de la Ley Orgánica 
Constitucional, relativo específicamente a la “transferencia de competencias”, 
que regularía en forma íntegra esta cuestión, estableciendo varias modalida-
des para hacer efectivo este mecanismo y hacer más eficaz la cláusula consti-
tucional vigente.

Esta nueva regulación señala tres mecanismos distintos para hacer opera-
tiva la transferencia de competencias: a) convenio de transferencia; b) transfe-
rencia de programas; y c) creación o transferencia de dependencia de servicios 
públicos.

Los dos primeros mecanismos, suponen la celebración de un convenio 
entre el ministerio y servicio público correspondiente y el Gobierno Regional 
respectivo, en el que se determinan las competencias transferidas, los recur-
sos comprometidos y las demás condiciones que permitan hacerlas operati-
vas, todo lo cual quedará formalizado en un Decreto Supremo expedido por el 
Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el ministro 
de Hacienda y los ministros sectoriales. Una cuestión fundamental es que la 
iniciativa para llevar adelante este convenio corresponde ahora al Presidente 
de la República o al gobierno regional respectivo (artículo 21 ter del proyecto 
de ley), disponiendo la ley de todo un procedimiento administrativo que regu-
la la tramitación, estudio y decisión en esta materia (artículo 21 quinquies del 
proyecto de ley). Sin embargo e. procedimiento administrativo es complejo y 
avizora algunos problemas en su implementación.

Totalmente distinta es la regulación dispuesta en el proyecto de ley para la 
creación o transferencia de servicios públicos, en que se faculta al Presidente 
de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, se 
creen estos servicios o se transfieran otros de carácter nacional a los gobier-
nos regionales, lo que incluye modificaciones orgánicas de estos servicios y 
el personal asignado a esos organismos, sin que esto último pueda implicar 
un menoscabo o detrimento para los funcionarios públicos afectados (artículo 
4° transitorio del proyecto de ley). Esta regulación es, desde luego, coheren-
te con lo dispuesto en el artículo 65 N° 2 de la Constitución Política, en la 
medida que exige una ley para crear servicios públicos o empleos rentados 
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y determinar sus funciones y atribuciones, pero haciendo más operativo el 
mecanismo al permitir la habilitación legislativa al Presidente de la República 
para su realización. Ello debe entenderse, claro está, con las limitaciones que 
impone el artículo 64 de la Constitución Política en relación a las materias y 
los plazos establecidos, lo que obviamente se flexibiliza en este último punto 
si se aprobara previamente la reforma constitucional ya aludida, en cuanto a 
la ampliación del plazo dispuesto en la nueva disposición vigesimoctava tran-
sitoria de la Constitución.

Además, el proyecto de ley plantea, desde la perspectiva institucional, la 
creación de tres nuevas divisiones para los gobiernos regionales, en conso-
nancia con las nuevas funciones y atribuciones que el mismo proyecto les 
asigna, cambiando a las actuales su denominación y competencia, con la fina-
lidad de satisfacer efectivamente las competencias que se pretenden atribuir 
a aquellos. En consecuencia, el proyecto de ley contempla las divisiones de 
Planificación y Desarrollo Regional, Presupuesto e Inversión Regional, Admi-
nistración y Finanzas, Fomento e Industria, Infraestructura y Transportes y 
Desarrollo Social y Humano (nuevo artículo 68 propuesto de la Ley Orgánica 
Constitucional de Gobierno y Administración Regional).

Como se puede observar, en esta materia, el Gobierno de la Presidenta 
Bachelet está proponiendo una ampliación significativa de las funciones y 
atribuciones de los gobiernos regionales, pero sin llegar a una distribución 
constitucional de las mismas, lo que permitiría la satisfacción directa de nece-
sidades públicas por parte de aquellos, ya sea a través de servicios y recursos 
propios o  por la vía de transferencia de programas, recursos y servicios. Esto 
último, de paso, permitiría hacer operativo el mecanismo institucional previs-
to en la Constitución de 1991, que solo después de la reforma de 2009 pare-
ciera tener un contenido concreto, pero cuyos alcances estarán determinados 
por la aprobación que se haga del proyecto de ley en comento, ya que la actual 
disposición constitucional (artículo 104) con la norma legal vigente (artículo 
67 de la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional) 
tienen escasa viabilidad.

Por último, en este último punto (transferencia de funciones y atribucio-
nes), es preciso señalar que la iniciativa legal planteada por la indicación sus-
tantiva aludida, va en la línea de lo sugerido en el informe de la Comisión, en 
cuanto a que dicha Comisión propuso un “programa de transferencia de com-
petencias, servicios y programas públicos a los Gobiernos Regionales y Muni-
cipalidades”, aunque es más específico en materias, mecanismo y plazos que 
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el proyecto de ley aludido, sin perjuicio de lo ya señalado sobre la distribución 
constitucional de competencias.

3. A modo de conclusión: debilidades y desafíos pendientes

De lo expuesto en las páginas precedentes, es posible extraer algunas conclu-
siones, tanto sobre el informe de la Comisión, como de las propuestas legisla-
tivas que ha impulsado el Gobierno en los últimos 9 meses.

Así, en primer lugar, es claro que el informe de la Comisión fue mucho 
más ambicioso que las propuestas legislativas que ha podido impulsar el Go-
bierno en esta materia, abordando problemas estructurales del proceso de 
descentralización desarrollado en Chile hasta ahora y planteando cambios 
institucionales profundos en este ámbito. El informe va mucho más lejos que 
una mera propuesta que corrija algunas deficiencias del proceso, al plantear 
toda una política de Estado y agenda para la descentralización y el desarrollo 
regional, que toca aspectos relacionados con la reforma política, la descentra-
lización administrativa, la descentralización fiscal y económica y el fortaleci-
miento de las capacidades locales y regionales.

Además, la Comisión, para hacer viable y eficaz la propuesta, propone a 
la Presidente de la República un cronograma para llevar adelante estas refor-
mas, que va desde el periodo 2014 al 2020, debiendo las primeras medidas 
enviarse y aprobarse por el Congreso Nacional en el primer semestre de 2015.

Es evidente que las iniciativas legislativas planteadas por el Gobierno no 
han ido a la par con las propuestas de la Comisión, limitándose a un aspecto 
concreto de la reforma política –la elección popular de intendentes regiona-
les– y a un terreno acotado de la distribución de competencias entre los go-
biernos regionales y el gobierno central. Probablemente, esa distribución de 
competencias es lo que tiene mayor impacto en el proceso de descentraliza-
ción, más incluso que la elección de intendentes, y cuya concretización puede 
ser vital para avanzar eficazmente en esta reforma institucional.

Si bien la propuesta del Gobierno es ambiciosa y plantea mecanismos in-
teresantes de atribución de competencias, ya sea por la vía de la asignación 
directa o la transferencia de programas, recursos o servicios, no avanza en 
una distribución constitucional de competencias, lo que debilita el proceso 
de fortalecimiento de las regiones como instancias territoriales de gobierno 
y administración del aparato estatal. Además, la falta de acuerdos concretos 
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en esta materia entre las diferentes fuerzas políticas con representación par-
lamentaria, y el complejo procedimiento de implementación, hacen difícil su 
viabilidad.

No obstante lo anterior, las críticas mayores que se pueden hacer, atendida 
la extensión material del informe de la Comisión, es la falta de iniciativas le-
gislativas o administrativas, según el caso, en los otros campos abordados por 
el informe, y cuya calendarización propuesta por la Comisión ya no se está 
cumpliendo. Así, las propuestas de reformas constitucionales planteadas en 
el informe, la dictación de una ley de rentas regionales y de fortalecimiento de 
las finanzas municipales, la creación de un fondo de convergencia territorial 
y la generación de reglas de transparencia y control en la democracia regional 
y local, entre otras cuestiones relevantes, son materias que la Comisión pro-
puso al Gobierno materializar en proyectos de reforma a enviar al Congreso 
Nacional en el primer semestre de 2015 y su aprobación en el segundo, pero 
esos tiempos claramente no coinciden con el impulso gubernamental y la 
tramitación legislativa desplegada hasta ahora.

Esta situación ha motivado la reacción de los integrantes de la Comisión, 
promoviendo recientemente un texto que llama a la urgente necesidad de 
abordar a la brevedad una discusión constitucional de los puntos esenciales 
en esta materia21, más aun considerando que los próximos años 2016 y 2017 
se celebraran elecciones municipales y parlamentarias y presidenciales, res-
pectivamente, lo que hace inviable una discusión profunda de las reformas 
estructurales planteadas en este ámbito.

Queda aún por ver cuál será el resultado del conjunto más amplio de las 
propuestas elaboradas por la Comisión  para la descentralización y el desarro-
llo regional, pero visto el contenido y la marcha de los proyectos de reforma 
constitucional y legal planteados hasta ahora, el camino no parece promisorio. 

21	 El texto citado se titula “Reforma Constitucional de Descentralización: Modificaciones imprescindibles 
para la viabilidad del proyecto” y está firmado por los ex integrantes de la Comisión Asesora 
Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional Esteban Valenzuela, Heinrich von Baer, Juan 
Andrés Varas, Alejandro Ferreiro, Juan Carlos Ferrada y Humberto Nogueira, el que fue enviado a la 
Presidenta de la República y a los parlamentarios, quedando registro de ello en la prensa nacional en 
el diario “El Mercurio”, Cuerpo C, p. 4, de 11 de junio de 2015. 


